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cién del TC del derecho a la informacién. B) La resolucién del conflicio entre la li-
bertad de expresién y otros derechos constitucionales y bienes juridicos protegidos por
el ordenamiento. C) La insercién doctrinal de esta sentencia en la anterior jurisprudencia
constitucional comparada.

I. RESUMEN DE LOS SUPUESTOS DE HECHO, ANTECEDENTES JURIDICOS
Y PRONUNCIAMIENTOS DE LA SENTENCIA

La sentencia que nos proponemos comentar, y cuyos supuestos de hecho
o antecedentes pasamos a resumir, se¢ produce como consecuencia de un re-
curso de amparo interpuesto por un periodista, el sefior Crespo, contra una
sentencia de la Sala 6.* del Tribunal Supremo, revocatoria de la dictada por
la Magistratura de Trabajo nim. 6, en una demanda por despido del actor
contra la Administracién del Estado (Ministerio de Justicia).

El sefior Crespo trabaja como redactor, contratado laboralmente, en la
Oficina de Prensa del Ministerio de Justicia, y realiza unas declaraciones a
la agencia Europa Press, que ésta difunde, con alcance nacional, en las que
sefiala que, desde su Oficina de Prensa, dirigida a la sazén por un antiguo
redactor de EI Pais, desde 1982 se vienen produciendo reiterada y sistematica-
mente filtraciones en exclusiva a ese periédico sobre los proyectos del Go-
bierno acerca de determinadas cuestiones, asi como de noticias referentes a
las relaciones del Ministerio con otras instituciones del Estado.

Como consecuencia de estas declaraciones, se incoa un expediente al pe-
riodista trabajador y, finalmente, se le despide por la comisién de una falta
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muy grave de deslealtad y abuso de confianza, con arreglo al articulo 49 del
Convenio Colectivo para el personal laboral del Ministerio, y de acuerdo con
el articulo 54 del Estatuto de los Trabajadores, que entiende procedente el
despido disciplinario, con la consiguiente extincién unilateral de la relacién
laboral por parte del empresario, cuando el trabajador, de forma grave y cul-
pable, incurre en transgresién de la buena fe contractual, asi como el abuso
de confianza en el desempefio del trabajo.

El periodista acude a Magistratura, que declara improcedente el despido,
por entender que el actor no incurri¢ en incumplimiento contractual ni en
deslealtad alguna, dado el caracter genérico de sus declaraciones —ya que
el empleador no resultaba directamente implicado de las mismas— y la au-
sencia de intencién maliciosa de desacreditar, pues su unico objetivo fue
tratar de impedir una desigualdad de trato informativo de unos medios res-
pecto de otros, entendiendo que, por consiguiente, el actor no se habia exce-
dido en su legitimo ejercicio del derecho a la libertad de expresién, de modo
que se condena a la parte demandada a que lo readmitiera o le abonase cierta
indemnizacién y al pago de los salarios dejados de percibir, en virtud, todo
ello, de la improcedencia del despido.

Esta sentencia, recurrida por las dos partes, es casada en la Sala 6. del
Tribunal Supremo, que establece la procedencia del despido, dando, por
tanto, la razén a la Administracién, al entender que el trabajador se habia
sobrepasado en el ejercicio de la libertad de expresién, conculcando «el espi-
ritu que informa la relacién laboral y el principio de buena fe que la preside
al haber faltado a la lealtad debida a su empleador, superiores y compafieros,
a los que ha podido dafiar en su imagen y prestigio».

Segtn el Tribunal Supremo, el periodista, «en su misién de redactor ads-
crito al Gabinete de Prensa, sélo estaba autorizado a dar publicidad a las
noticias que sus superiores acordaban, pero no a aquellas otras que concier-
nen al régimen interno del funcionamiento del servicio, de cuya irregularidad
o anormalidad, de producirse, debié dar cuenta inmediata a sus jefes para
subsanarlas y corregir al posible infractor o al Ministerio, a los efectos pro-
cedentes».

En la demanda de amparo frente a la sentencia del TS, el actor alega
fundamentalmente lo siguiente: 1) incumplimiento en la sustanciacién de su
expediente disciplinario de las garantias procedimentales del articulo 24 CE
y notoriamente ignorancia del principio de contradiccién en la alegacién de
pruebas, asi como del tramite de audiencia; 2) violacién de los derechos a la
libre expresién de ideas y opiniones [art. 20.¢) CE] y derecho de comunicar
informacién [art. 20.d) CE]. El actor se limité a expresar su opinién fuera
de su horario de trabajo y no con motivo de su tarea profesional, sino como
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ciudadano y miembro de cierta asociacién, sin que pudiera dar cuenta a sus
superiores, ya que eta el jefe del Gabinete de Prensa el responsable de las
filtraciones; 3) incumplimiento por parte del TS del principio de igualdad
del articulo 14 CE, al castigarse al autor de las declaraciones y no al respon-
sable de las filtraciones. Estos argumentos los reitera, una vez admitida la
demanda de amparo, en el tramite de alegaciones, afiadiendo algiin otro, como
el de la violacién del principio de proporcionalidad o el apartamiento injusti-
ficado del Tribunal Supremo de su propia jurisprudencia.

En el trdmite de alegaciones ante el Tribunal Constitucional no presentan,
a mi juicio, interés las aducidas por el Ministerio Fiscal, que se limita a re-
iterar los fundamentos juridicos aportados en su sentencia por la Sala 6.2 del
Tribunal Supremo.

No puede mantenerse, en cambio, lo mismo respecto de las formuladas
por el letrado del Estado, que centra las cuestiones adecuadamente y que,
por tanto, van a resultar de gran utilidad al propio Tribunal.

El abogado del Estado establece que el objeto del recurso es el fallo, en
cuanto presuntamente vulnerador de un derecho fundamental, de la Sala 6.2
del Tribunal Supremo, encontrdndonos, por tanto, en un supuesto del articu-
lo 44 de la LOTC, que reconoce el amparo frente a una violacién originada
de forma inmediata y directa, por un acto u omisién de un érgano judicial,
y no un acto del poder publico, en el sentido y con los efectos del art. 41.2
de la LOTC, por cuanto el despido disciplinario del actor realizado por la
Administracién supone el ejercicio por parte de ésta de un poder similar al
de cualquier empleador, que no merece la conceptuacién de potestad piblica.

El abogado del Estado, en una segunda argumentacién, como la anterior,
aceptada por el Tribunal, se opone a las pretensiones del demandante, que
alegaba vulneracién en la sustanciacién de su expediente de las garantias de
procedimiento establecidas en el articulo 24. Tales garantias, sefialaba el abo-
gado del Estado, son exclusivamente jurisdiccionales, sin que «pueda esti-
marse comprendido en la esfera de proteccién de dicho precepto constitucio-
nal un procedimiento de imposicién de sanciones laborales instituido en con-
venio colectivo para un conjunto de trabajadores».

Es, con todo, su argumentacién sobre el fondo del asunto lo que nos
interesa més, no sélo por la decisién que reclama del Tribunal, y con la que
tendemos a estar de acuerdo, esto es, denegacién del amparo por utilizacién
abusiva del derecho a la libre informacién por parte del trabajador, sino por
la fundamentacién que para tal propuesta ofrece, esto es, la aceptacién de la
vigencia de la libertad de expresién en las relaciones privadas, en este caso
laborales.

Esta posicién tiene su importancia, sobre todo, viniendo de quien man-
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tiene —si yo no he entendido mal el libro Derechos fundamentales y relacio-
nes entre particulares— que el reconocimiento procesal de dicha vigencia
tiene lugar entre nosotros a través de una forzada e inconstitucional interpre-
tacién del articulo 44 LOTC, que limita el amparo frente a actos procedentes
del poder judicial que supongan una violacién directa e inmediata, por tanto,
meramente procedimental, de los derechos fundamentales, pero que no per-
mitiria una proteccién de éstos frente a ataques que, en realidad, traen su
causa, en cuanto al fondo, de particulares y no propiamente de la jurisdiccién.

La vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particu-
lares supone que de un ejercicio licito de los mismos no puede, de acuerdo
con la doctrina del Tribunal Constitucional, derivarse sancién alguna. En
concreto, el derecho fundamental, cuya vigencia se sustancia en este caso, es
el de la transmisién de informacidn, esto es, comunicacién de hechos o con-
ductas, dmbito a que se refiere el articulo 20 CE. Con todo, la garantia cons-
titucional cubre no a toda la informacién, sino exclusivamente a la veraz,
entendiendo por veracidad no sélo la calidad de la informacién que se corres-
ponde con la realidad, sino aquella vertida por el comunicante, en este caso
periodista, en disposicién veraz, esto es, aquella informacién, tal vez inexacta,
pero obtenida de acuerdo con un canon razonable de cuidado profesional.

La carencia de veracidad de la informacién transmitida (el periodista afir-
ma que han sucedido hechos de los que, segun el letrado del Estado, aquél
ni ofrece ni posee la mds minima prueba) no s6lo supone la falta de protec-
cién constitucional de tal informacién, sino la existencia de justificacién, en
vista del descrédito que se sigue de sus imputaciones para su empresa, de la
apreciacién de la transgresién por parte del trabajador periodista de sus de-
beres de buena fe y de conducta desleal, segin apreci6 la Sala 6.* del Tribu-
nal Supremo.

Estas alegaciones del letrado del Estado, deciamos, son notables no sélo
por la claridad de las mismas, su capacidad para, abriéndose camino entre
la floresta de la argumentacién, sefialar el nicleo verdadero de las cuestiones
a plantear, sino también por su propia valentia. En realidad se reconoce una
posicién preferente a la libertad de expresién, que implica una presuncién
de preeminencia de la misma, frente a otros derechos constitucionales, en
este caso el derecho al honor del jefe del servicio afectado, o bienes juridicos
respetados por el ordenamiento, como la lealtad a la empresa, necesaria para
mantener la capacidad de ésta en el trifico, etc., siempre que el ejercicio del
Derecho constitucional sea licito.

Insisto en que no hay lugar para la ponderacién de bienes juridicos, pues
se afirma siempre, dado que el ejercicio de la libertad de expresién sea licito,
la preferencia de la misma. Y en segundo lugar, y esto es especialmente lla-
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mativo, esa preeminencia no se restringe, como suele ser comdn al terreno
politico, o por lo menos esa acotacién no se hace, en lo que yo he visto, en
el caso que nos ocupa.

El Tribunal Constitucional, tras reiterar, aceptdndola, la argumentacién
del letrado del Estado sobre el objeto del recurso, el fallo de la Sala 6.* del
Tribunal Supremo y no un acto vulnerador del derecho fundamental que
traiga su origen de una actuacién de potestad piblica, y hacer suya la argu-
mentacién acerca de la restriccién de las garantias procedimentales del ar-
ticulo 24 exclusivamente al dmbito jurisdiccional, mediante el que se ejerce
el ius puniendi del Estado, aborda la problemaitica central, que constituia el
tercer blogue de la argumentacién del letrado del Estado sobre la delimita-
cién del dmbito del problema. La especificacién del derecho presuntamente
atacado, no ofrece, salvo lo que luego se dira, especial dificultad. Los pro-
blemas surgirdn a la hora de decidir si el derecho fundamental, cuya viola-
cién se denuncia, ha sido o no conculcado en el supuesto factico de la sen-
tencia frente a la que se plantea el recurso de amparo.

El derecho cuya lesién se denuncia es, en efecto, el derecho a comunicar
informacién veraz. Aunque algunos sectores doctrinales globalicen este dere-
cho [art. 20.a)] bajo el general enunciado en el articulo 20.a), se trata de un
derecho diferente no s6lo en cuanto al nomen, sino a sus limites y efectos.
Es un derecho que cubre preponderantemente la comunicacién de hechos,
aunque no sea pequeifia labor a veces diferenciar hechos y valores, datos de
opinién. En este caso concreto, la comunicacién se refiere a una conducta
genérica —descomponible o integrada, sefialamos nosotros— por hechos.
Hechos que tienen, ademds, una dimensién noticiable, en cuanto se refieren
a un supuesto funcionamiento anormal de los servicios de prensa de un orga-
nismo publico.

Esta afirmacién es importante, como veremos, en el caso presente, pero
no puede implicar, evidentemente, reducir la cobertura de la proteccién cons-
titucional de la informacién a la «noticiable» o dotada de relieve pidblico
esto es, integrada dentro del speech politico.

El derecho de comunicacién de la informacién corresponde a todas las
personas, segun se dice en esta sentencia, y no como en la sentencia de marzo
de 1981 a los solos ciudadanos. La informacién cubierta con la proteccién
constitucional es la veraz, quiere decirse, aquélla vertida por un informador
diligente, esto es, la «informacién rectamente obtenida y difundida, aunque
su total exactitud sea controvertible», pues, en definitiva, en palabras del
Tribunal, las «afirmaciones erréneas son inevitables en un debate libre, de
tal forma que, de imponerse ‘la verdad’ como condicién para el reconocimien-
to del derecho, la dnica garantia de la seguridad juridica seria el silencio».
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Determinado el derecho cuya vulneracién se denuncia, el problema con-
siste en establecer si, dadas las circunstancias del caso, tal violacién se ha
producido o si, por el contrario, la defensa de otros derechos y bienes juri-
dicos protegidos por el ordenamiento impone una restriccién en el ejercicio
del derecho fundamental, que cede, en el supuesto concreto, ante las exi-
gencias de vigencia de aquellos derechos y bienes juridicos.

En un principio parece que el Tribunal va a resolver ese conflicto juridico
mediante la férmula sugerida por el letrado del Estado: en virtud de la po-
sicién preeminente de la libertad de expresién, dado el relieve piblico de la
«cuestién, si se ha producido un ejercicio legitimo de la misma, esto es, si la
informacién es veraz, han de ceder los demds derechos y bienes juridicos
también protegidos por el ordenamiento. Tal es, creemos nosotros, lo que
subyace a la argumentacién del Tribunal, segin la cual del ejercicio licito
de un derecho fundamental no pueden derivarse sanciones (sanciones im-
puestas para proteger determinados bienes juridicos: buen nombre de la em-
presa, relaciones de confianza en la misma para que desenvuelva su activi-
dad, etc.). Como consecuencia, sefiala el Tribunal, «de haberse sancionado
disciplinariamente al actor por el ejercicio licito de sus derechos fundamen-
tales, el despido no podria dejar de calificarse nulo, con nulidad radical».

El Tribunal elige, en cambio, otra argumentacién, quizd porque la prece-
dente no hacia suficiente sitio a la circunstancia de que las manifestaciones,
presuntamente veraces, sobre el funcionamiento de un servicio piiblico se
realizaban en el seno de unas relaciones laborales determinadas, de las que
se derivan, obviamente, derechos y obligaciones para quienes se encuentran
€n las mismas.

El Tribunal parte, en efecto, de que la libertad de expresién se realiza
en el seno de unas determinadas relaciones laborales de las que se derivan,
como digo, derechos y deberes y, notoriamente, el deber de buena fe y el de
la lealtad. El ciudadano no deja a la puerta de la empresa (no se utiliza esta
expresién, pero se recuerda su empleo en una sentencia anterior, asunto
psiquiatrico Conxo) su libertad de expresién, pero su status laboral modaliza
su alcance, lo limita, si bien las restricciones a la misma no pueden acabar
con la libertad de expresién, cuyo caricter preferencial reitera el Tribunal.
«La libertad de expresi6én no podrd invocarse licitamente para romper el
marco normativo y contractual de las relaciones juridico-privadas, pero tam-
poco los principios que informan a estas 1ltimas, y que preservan el honesto
y leal cumplimiento por las partes de sus obligaciones respectivas, podran
entenderse en términos tales que se impida, mds alld de los imperativos im-
puestos por el contrato, el ejercicio de la libertad civil que la Constitucién
preserva.»
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La tesis del Tribunal es, por consiguiente, vigencia limitada de la libre
expresién en las relaciones laborales, que, no obstante, no puede ser restrin-
gida mas alld de ciertos limites, exigidos por el mantenimiento de la buena
fe contractual y la confianza empresarial.

Pero en el caso concreto que nos ocupa, ¢ha traspasado la conducta del
trabajador, en el ejercicio de su libertad de expresién, los limites exigidos por
la defensa de esos bienes juridicos, cuya proteccién es imprescindible en la
actividad empresarial? (Se ha comportado el periodista quebrantando sus
deberes de lealtad para con la empresa, de modo que tenga sentido la resci-
sién unilateral disciplinaria del empleador de la relacién laboral?

El Tribunal repasa los criterios jurisprudenciales del Tribunal Supremo
respecto de la quiebra de las relaciones de lealtad y entiende que los mismos
no pueden jugar en el caso presente. A la conducta del periodista no es impu-
table un animus nocendi, no existiendo ni «incumplimiento doloso» ni
«&nimo de defraudar», ni produciéndose el trabajador, en su conducta infor-
mativa, con negligencia. No hubo, pues, extralimitacién en el ejercicio de la
libertad de expresién, toda vez que el periodista no revelé secretos o infor-
macién conocida exclusivamente por razén de su oficio. Ni incumplié tam-
poco sus deberes de buena fe, al no comunicar previamente las filtraciones
a su superior, pues en este caso el relieve pablico de la informacién y el
Derecho constitucional de su transmisién prevalecian sobre la obligacién or-
dinaria de reserva. «La lealtad que, en tales circunstancias, debia el trabajador
al empleador pudo imponer, sin duda, la obligacién, para el primero, de co-
operar en las irregularidades denunciadas, de haber sido éstas constatadas,
pero, por lo que se acaba de sefialar, no cabia derivar de tal cumplimiento
leal de la propia prestacién de trabajo la exigencia de renunciar al ejercicio
del derecho hasta el momento en que tales supuestas anomalias hubiesen sido
subsanadas.»

En virtud de todo lo cual, es decir, de que la conducta del trabajador no
incumplié sus deberes de lealtad y buena fe contractual, esto es, de que el
ejercicio de su derecho a la libertad de informacién se verificé dentro de las
restricciones legitimas derivadas de su situacién contractual, se declara por
el Tribunal Constitucional «nulo» el despido de que fue objeto el periodista
sefior Crespo, y, por ende, la declaracién de nulidad de la sentencia de la
Magistratura de Trabajo que estimé el despido improcedente, pero no nulo,
y la de la Sala 6.* del Tribunal Supremo, que lo declaré procedente.
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II. CONSIDERACIONES

En lo que sigue limitaremos nuestro comentario a los tres puntos si-
guientes: la calificacién realizada por el Tribunal sobre el derecho de infor-
macién; su argumentacién sobre la posicién de la libertad de expresién cuan-
do su ejercicio entra en colisién con otros derechos constitucionales u otros
bienes juridicos protegidos por el ordenamiento; y la inclusién de la juris-
prudencia de esta sentencia en la propia trayectoria doctrinal del Tribunal
Constitucional espafiol y respecto a la de otros ordenamientos.

A) El Tribunal Constitucional califica la libertad de informacién como
el derecho de todos a comunicar hechos y conductas veraces, esto es, vertidos
con diligencia razonable, aunque puedan resultar erréneos.

Esta doctrina matiza la anterior jurisprudencia de nuestro Tribunal, que
reconocia, preferentemente, en el derecho a la informacién, una concrecién
o manifestacién del derecho a la libre expresién, cuya titularidad atribuia,
aun sefialando que hacian uso de los mismos especialmente los periodistas, a
fos ciudadanos.

Es importante que el Tribunal se resista a una globalizacién de este dere-
cho en el reconocido articulo 20.a) y que le reconozca una diferente natu-
raleza, con distintos ambitos, efectos y limites,

Evidentemente, una sentencia no depara la oportunidad de la realizacién
de una caracterizacién acabada de la naturaleza juridica de un derecho, aun-
que la realizacién de la misma no responde exclusivamente a la satisfaccién
de un prurito académico, mucho menos meramente taxondémico, sino que
tiene evidentes consecuencias concretas, praicticas.

La caracterizacién adecuada del derecho a la informacién ha de tener en
cuenta, efectivamente, que éste no es una mera manifestacién de la libertad
de expresién, esto es, la comunicacién de informacién, sino que es, precisa-
mente, su supuesto.

La libertad de informacién no es un simple elemento de la libertad de
expresién. La libertad de informacién, desde una perspectiva subjetiva, es el
derecho del individuo a informarse sin traba y pot cualquier medio. En rea-
lidad, a pesar de su colocacién sistematica, tras la especificacién de la libertad
de expresién, es supuesto de ésta: sin informacién no hay comunicacién. «La
libertad de informacién es, precisamente, el derecho a informarse —ha sefia-
lado el Tribunal Constitucional alemdn—. Por otra parte, este derecho de
libertad es el presupuesto de la formacién de la opinién que precede a la
expresion de ésta. Pues sélo una informacién completa posibilita la libre for-
macion y expresion de la opinidn, tanto para el individuo como para la socie-
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dad.» (En parecidos términos, la sentencia 159/1986 de nuestro TC, aunque
globalizando libertad de expresién y derecho a comunicar y recibir infor-
macién.)

En segundo lugar puede afirmarse que en este derecho de comunicar y
recibir comunicacién veraz es especialmente fuerte su dimensién institucional
o politica, lo que lleva a algunas consecuencias, que aqui no puedo sino es-
bozar:

1. Permite, nuevamente, diferenciar este derecho en su dmbito de la li-
bre expresién de las ideas, no sélo por el objeto que cubre, pues se refiere
preferentemente a comunicacién de hechos o conductas, sino por el tipo de
actividades que protege: mientras la libertad de expresién, en sentido res-
tringido, contempla exclusivamente la libertad del comunicante y s6lo impli-
citamente la del receptor de la comunicacién (auditorio), la libertad de infor-
macién cubre todo el proceso de elaboraci6én, biisqueda, seleccién, confec-
cién de la informacién. La libertad de informacién protege no sélo al comu-
nicante, sino a toda la actividad preparatoria de dicha comunicacién. El de-
recho de comunicacién en general —la libertad de expresién— abarca quiza
més que la comunicacién realizada por quien habla; pero alcanza s6lo a la
transmisién de su objeto y no a la preparacién del mismo.

2. El derecho a la comunicacién y recepcién de informacién posibilita
la cobertura constitucional del derecho de réplica. La dimensi6n institucio-
nal de este derecho permite que se imponga sobre el derecho (negativo) a la
libertad de expresién del medio obligado a la recepcién de la réplica: se
vence su resistencia a publicar lo que no quiere, la rectificacién, en atencién
al derecho, puntual y limitado, de informar del aludido, y el derecho de los
lectores en general, para satisfacer su derecho a la informacién, conocer otra
perspectiva informativa.

3. El derecho a la informacién justifica el derecho del comunicante a
acceder a instalaciones publicas y privadas, desde donde realizar la informa-
cién. Es el derecho a los fora, de que se habla con una problematica abun-
dante en el Derecho constitucional anglosajén.

Sin embargo, evidentemente, la dimensién institucional de este derecho no
permite reducir su objeto a la comunicacién de datos o noticias de relieve
ptiblico, como parece insinuar la sentencia que comentamos, y ello, aunque
en linea con la moderna jurisprudencia, preferentemente americana, establez-
camos unos limites muy amplios para el political speech, incluyendo en él
«todo el lenguaje o expresién relevante para el desarrollo de la opinién pu-
blica respecto de todo tipo de problemas sobre los que un inteligente ciuda-
dano deberia de pensar».

La caracterizacién de la informacién que realiza el Tribunal, como él
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mismo reconoce, estd llena de problemas, aunque, finalmente, espera que en
toda comunicacién pueda establecerse si prepondera la «informacién» o la
valoracién. Quizd pudiera resultar de utilidad al respecto la diferenciacién
que hace la doctrina americana, y que, entre nosotros, ha recordado Santiago
Mufioz Machado entre las opiniones deductivas, evaluativas e informativas.

También nos parece correcta la calificacién juridica del Tribunal Consti-
tucional de la veracidad. La veracidad se convierte en una exigencia intrinse-
ca, en una condicién requerida en cada caso para la proteccién constitucio-
nal de la informacién, dejando de ser s6lo una garantia general del plura-
lismo informativo.

B) Yendo, en segundo lugar, al nicleo del problema, hay que sefialar
que, a nuestro juicio, no nos encontramos en el presente caso ante una coli-
sién entre dos derechos constitucionales, cuya ponderacién casuistica se im-
ponga a efectos de sefialar el prevalente, de acuerdo con el articulo 20.4 CE
y la naturaleza respectiva de los derechos en conflicto, como ocurria, por
ejemplo, en el amparo sustanciado en la sentencia de 17 de julio de 1986
(asunto Soria Semanal), o como en aquellos casos a los que se suele referir
la doctrina que estudia los supuestos de libelo y de invasién de la esfera
privada (asi, modélicamente, caso The New York Times versus Sullivan, 1964,
o Luth en la jurisprudencia alemana, 1954, o, en la inglesa, Black Shaw
versus Lord), planteamiento que, como recorddbamos, parecia preferir el le-
trado del Estado del supuesto presente —caso Crespo, asunto filtracién a
El Pais—, sino en un caso en el que se sustancia la vigencia de un derecho
fundamental, la libertad de informacidn, en el seno de una relacién laboral,
que impone restricciones al ejercicio legitimo de aquéllas.

Los supuestos son diferentes. Si, como parecia querer creer el letrado del
Estado, nos encontrdbamos simplemente ante un conflicto entre la libertad
de expresién del periodista y el buen nombre o crédito de la empresa afec-
tado por el ejercicio de aquélla, la solucién no hubiese sido dificil. Con la
condicién del respeto a la veracidad, y habida cuenta de!l relieve pidblico de
la informacién, debia ceder el derecho al buen nombre de la empresa. En tal
conflicto habria prevalecido la libertad de expresién, en atencién a su dimen-
sién institucional, de la que carece el derecho al honor, o buen crédito, en
este caso, de la empresa, teniendo en cuenta, como sefialaba la Magistratura
de Trabajo, ademds, el cardcter genérico de las declaraciones del periodista.

En definitiva, el conflicto juridico se resolveria de acuerdo con el princi-
pio de la presuncién de preferencia a favor de la libertad de expresién, siem-
pre que tenga lugar una actuaci6n licita de la misma. En concreto, se aplica-
ria la norma segin la cual no hay difamacién si se prueba, en asuntos de
interés publico, por el objeto o los intervinientes, la verdad de lo alegado, o
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que la imputacién se hizo sin negligencia. En nuestro asunto, de Ja veracidad
de la informacién dependia la solucién del mismo. Sobre una cuestién pu-
blica, una informacién veraz no es causa de difamacién. No hay ejercicio:
ilicito de la libertad de informacién cuando ésta, aun errénea, se hace en dis-
posicién subjetiva de veracidad. Naturalmente, del ejercicio legitimo de un
derecho constitucional no puede derivarse sancién alguna.

Pero el planteamiento del problema que hace el Tribunal Constitucional
es diferente. Para el mismo se trata de la vigencia del derecho a la informa-
cién veraz en el seno de una relacién laboral que modaliza, limitdndolo, el
alcance del Derecho constitucional, el cual, en un asunto de relieve publico,.
no puede soportar otras restricciones que las derivadas del cumplimiento, por
parte de quien informa, de su deber de lealtad a la empresa y fidelidad con-
tractual.

Estos derechos son, en primer lugar, el respeto a la verdad (la veracidad.
en la informacién), pero, asimismo, la ausencia de animus nocendi y también.
una disposicién de diligencia en la solucién de las deficiencias detectadas,
que no le obliga, sin embargo, debido al relieve piblico y la gravedad de la.
informacién, y en razén de la posicién preferente del derecho a la libre expre-
sién, dado su componente institucional, a denunciar ante la empresa antes
que a la opinién publica la irregularidad en cuestién.

El ejercicio de los derechos constitucionales, para nuestro Tribunal, se
encuentra sometido también a la observancia de las exigencias de la buena
fe, que, en el caso concreto de la situacién laboral del informante, implica
su respeto de lealtad a la empresa y la fidelidad contractual.

Es claro, por tanto, que, en este caso concreto, el ejercicio licito de la
libertad de expresién tiene otros limites, ademds del de la veracidad de la
informacién, a saber: la observancia de la lealtad a la empresa y el respeto
de la fidelidad contractuales, aunque lo 16gico serd que la quiebra de la vera-
cidad suponga una manifestacién de la quiebra también de sus deberes em-
presariales por parte del periodista informador.

Pero, insisto, con independencia de que en la practica se den conjunta-
mente, analiticamente son diferentes la exigencia de la observancia de la ve-
racidad y el cumplimiento de sus obligaciones profesionales.

Para el Tribunal Constitucional, el ejercicio del derecho a la informacién
veraz sobre un asunto piblico grave —Ila irregularidad de un servicio ptbli-
co— no prevalece sobre las obligaciones derivadas de la fidelidad empresarial.
Pero tal falta de prevalencia no impone una restriccién de la informacién,
habida cuenta de la posicién preferente del derecho de comunicacién, en este
caso la aceptacién del deber de comunicacién previa de la irregularidad al
Ministerio de Justicia, sefialado en la sentencia del Tribunal Supremo, siem-
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pre que tal informacién sea veraz, se refiera a una irregularidad grave y se
realice sin animus nocendi, esto es, sin propésito de deteriorar la buena ima-
gen de la empresa.

Creo que, si se acepta este planteamiento general del Tribunal, no se re-
conoce la asuncién proclamada preferente del derecho a la informacién, ha-
ciendo depender su ejercicio no sélo del respeto de la veracidad, sino, ademas,
de la observancia de la lealtad empresarial.

Mais 16gico hubiera sido el aceptar que el actuar verazmente presupone
0, en todo caso, prevalece sobre la observancia de las obligaciones, mis débi-
les, de lealtad empresarial. En este sentido, alguna jurisprudencia laboral ha
entendido que la observancia de la buena fe contractual no puede obligar a
«silenciar las graves irregularidades en que el empleador pueda incurrir»
(TCT 12-11-81); y, sensu contrario, esta doctrina se ha vuelto a mantener al
sostenerse que se ha transgredido la buena fe contractual al «publicar en la
prensa, mediante carta abierta, un relato de imputaciones dirigidas contra la
empresa y su gerente, sin especificar en la carta el comportamiento y la ac-
tuacién que se reprocha, sino tan sélo la calificacién ofensiva y zaheridora»
(TCT 19-V-82).

Con todo, tal vez, el planteamiento que cabia haber hecho del supuesto
concreto que nos ocupa podia no haber sido diferente al del conflicto de dere-
chos, que parecia preferir el letrado del Estado y que conocemos en la doc-
trina.

El conflicto, en ese caso, se habria establecido entre un derecho constitu-
cional, la libertad de informacién y unos bienes juridicos protegidos en el
ordenamiento, esto es, la unidad, crédito o coherencia de la empresa, nece-
sarios para mantener la capacidad de ésta en el tréifico, bien efectivamente
protegido tras la exigencia de la lealtad del trabajador a la empresa.

Del mismo modo que, en virtud de la posicién de preeminencia, debida
a su momento institucional, de la libertad de informacién, ésta se impone,
en caso de conflicto, sobre el derecho al honor, siempre que se respete la ve-
racidad y nos encontremos ante un supuesto de relieve piblico, también en
este caso, y dados los mismos. requisitos —insisto, relieve piblico de la infor-
macién—, en virtud de la gravedad de la deficiencia denunciada y la condi-
cién de autoridad de sus causantes, y la veracidad de la misma, debia ceder
la proteccidén a las obligaciones derivadas de las exigencias del trifico, esto
es, la garantia de la lealtad a la empresa y primar el ejercicio, en este caso
licito, de la libertad de expresién.

Debo sefialar que, a mi juicio, en este caso concreto no puede afirmarse
la veracidad de la informacién, que fue rechazada por quien constitucional-
mente se encuentra habilitado para la consideracién de los hechos (esto es,
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el Tribunal a quo), hechos de los que, segin el articulo 44 LOTC, en ningin
caso entrard a conocer el Tribunal Constitucional, pues el demandante no
pudo probar la existencia de filtracién alguna. Por tanto, en virtud de la ar-
gumentacién expuesta supra, €l amparo no debi6 concederse.

C) Queda, por dltimo, por realizar la inclusién de esta sentencia en la
propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional, estableciendo un breve
apunte sobre la relacién de la misma con la jurisprudencia constitucional de
otros paises.

En esa sentencia se procede por primera vez a la delimitacién del dmbito
del derecho a la informacién y a la clarificacién de la condicién de ésta, que
la hace acreedora de la proteccién constitucional (veracidad). Aqui reside la
aportacién doctrinal de esta sentencia. Sobre la doble significacién de este
derecho —perspectiva individual e institucional— se opera sobre una doc-
trina ya sentada en otras ocasiones, especialmente en las sentencias 61/81,
de 16 de marzo (asunto Voz de Espafia y Unidad), y, sobre todo, 17 de julio
de 1986 (asunto Soria Semanal), y 159/1986, de 12 de diciembre (asunto
Egin). La relacién derecho a la informacién y libertad de expresién habia
sido abordada sobre todo en la sentencia 168/1986 (asunto rectificacién en
Tiempo).

Hay dos sentencias de amparo, una estimatoria y otra desestimatoria, que,
aparentemente, se refieren a supuestos parecidos a los del caso presente. Me
refiero a las sentencias 120/1983, de 15 de diciembre, y 88/1985, de 19 de
julio.

En la primera (asunto Liceo Sorolla) se sustancia el amparo de un grupo
de profesores, integrantes del Comité de Huelga, sustituido en la realizacién
de exdmenes por profesores ajenos al centro, y que se dirigen a los padres
de los alumnos denunciando dicha sustitucién, aprovechando la oportunidad
para realizar diversas criticas a la institucién en que trabajan.

La sentencia tiene interés por dos motivos. En primer lugar, por la afir-
macién de la vigencia debilitada de la libertad de expresién en las relaciones
laborales. «La existencia de una relacién contractual entre trabajador y em-
presario genera un complejo de derechos y obligaciones reciprocas, que condi-
cionan, junto a otros, también el ejercicio del derecho a la libertad de ex-
presién, de modo que manifestaciones del mismo que en otro contexto pu-
dieran ser legitimas, no tienen por qué serlo necesariamente dentro del dm-
bito de dicha relacién», se lee en el fundamento juridico II de dicha sen-
tencia.

En segundo lugar, el Tribunal acepta la calificacién juridica de los hechos
realizada por el Tribunal a quo, de acuerdo con el articulo 44 LOTC, y su
apreciacién en concreto de un animus nocendi en la conducta de los trabaja-
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dores, tendente a perturbar el normal funcionamiento del centro y a producir
su descrédito. ,

Sin embargo, existen dos importantes diferencias, que rebajan la significa-
cién de precedente de esta sentencia respecto de la que nos ocupa.

Se trata, en primer término, de un supuesto de ejercicio de la libertad de
expresién o critica antes que de la de informacidn, aceptando con el Tribunal
Constitucional que, a la postre, pueda sefialarse la preponderancia en la co-
municacién de la informacién sobre la valoracién de los datos sobre la critica,
y viceversa.

En segundo lugar, la conducta objeto de examen no tiene una dimensidn
ptblica, o general, ni por el objeto: denuncia de irregularidad en el funcio-
namiento de un centro privado; ni por sus actores: direccién de dicho centro
de ensefianza privada.

En la sentencia 88/1985, de 19 de julio (asunto Psiquidtrico de Conxo),
se concede el amparo solicitado por el aludido médico-trabajador frente a su
despido, que traia la causa de unas declaraciones suyas a la televisién galle-
ga en que se realizaban determinadas criticas al servicio psiquiatrico en que
trabajaba. En esta sentencia se acepta la condicién limitada de la libertad de
expresioén, pero se subraya enérgicamente su vigencia siempre que se trate
de un ejercicio ajustado de la misma, que respete las exigencias de buena fe
formuladas en el Cédigo Civil, art. 7.°, para la observancia de todo tipo de
derechos, exigencias observadas en el presente caso, en el que se procedié a
un uso moderado de la critica.

En esta sentencia se formula, de modo enérgico, deciamos, la vigencia de
la libertad de expresién, y a ella pertenece la expresién condenatoria del
«feudalismo industrial» a que antes aludiamos.

Pero la sentencia no se refiere al ejercicio de la libertad de informacién,
sino de la libertad de expresién, cuya defensa reforzada procede, debemos
entender, por tratarse aqui de un asunto de relieve puiblico, como es el fun-
cionamiento de la Fundacién Piblica Sanatorio Psiquidtrico de Conxo.

La relacién de esta sentencia con la jurisprudencia constitucional compa-
rada debe realizarse teniendo en cuenta que ésta, o la mds notoria de ésta
(asi, caso Luth, o caso The New York Times versus Sullivan, o caso Black
Shaw versus Lord), se refieren a supuestos diferentes, en los que la libertad
de expresién no conoce el atemperamiento de la observancia de exigencias
derivadas de obligaciones contractuales, libremente asumidas.

Hecha esta observacién, podemos sefialar que con la doctrina establecida
en esta sentencia, nuestra jurisprudencia se alinea con aquellas que, en asuntos
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de relieve piablico (political speech), conceden proteccién constitucional a la
informacién errénea, referente a hechos que pueden ser falsos, pero vertida
cn disposicién veraz, esto es, ofrecida no negligentemente.

Esta cobertura de la informacién errénea, pero no maliciosa, se produce,
como es sabido, en Estados Unidos y Alemania, alli confiriendo la carga de
la prueba al demandante y no al acusado, aunque otorgdndole facilidades en
orden a la realizacién de la misma.

La situacién en Inglaterra es diferente. Aqui se reconoce un derecho a la
critica moderada en todo tipo de materias, también las de tipo politico. Pero,
en cambio, no existe cobertura para la difamacién resultante de una alega-
cién de hechos falsos. De modo que, por ejemplo, los jueces no han recono-
cido que la prensa tenga el privilegio de publicar «informacién de buena fe
en asuntos de interés ptblico», si resulta que tal fair information es falsa.

NOTA BIBLIOGRAFICA

Esta nota no pretende sino referirse estrictamente a las alusiones expresas realiza-
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problemética de los limites de la libertad de cxpresién, es Libertad de prensa y pro-
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cn mi estudio «Aspectos constitucionales de la libertad de expresién y el derecho a la
informacién», en Revista Espafiola de Derecho Constitucional, nim, 23, donde puede
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